CC. DIPUTADOS SECRETARIOS
INTEGRANTES DE LA LIV LEGISLATURA

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTES


El suscrito ciudadano Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Jalisco, Ing. Alberto Cárdenas Jiménez y el ciudadano Secretario General de Gobierno, Lic. Raúl Octavio Espinoza Martínez, sometemos a la elevada consideración de esta Soberanía, a presente iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado, proyecto que sirve de fundamento al proceso de Reforma Política Integral, que juntos, pueblo y gobierno de Jalisco, hemos decidido llevar a cabo, con base en la siguiente
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Los tres poderes de Jalisco desde el pasado 15 de diciembre de 1995, convocamos a la ciudadanía en general a participar en la Reforma Política del Estado. Creándose la Comisión Ejecutiva para la Reforma Política del Estado de Jalisco, en la que confluyeron representantes de los tres Poderes del Estado y los tres partidos políticos con representación en el Congreso; la que buscó los consensos en las diferentes materias de los expuesto en los foros de consulta pública, para presentar, finalmente, iniciativas de reforma a la Constitución.
En este proceso se logró un acuerdo de principios y reglas básicas que rigen la Reforma de Jalisco hasta su conclusión, donde se destaca privilegiar la búsqueda de acuerdos por consenso por encima de los de mayoría y no trasladar a la mesa de diálogo, los problemas políticos que entre los partidos o gobiernos de otros estados surjan a nivel nacional y local.
En la Reforma Política han ocurrido de manera seria, madura y responsable, no solamente los partidos, sino los académicos de la Universidades del Estado, los intelectuales, los colegios y asociaciones de profesionistas, las organizaciones civiles así como los ciudadanos interesados en el quehacer público de nuestra entidad. El diálogo amplio, franco y abierto que caracterizaron a los foros de consulta pública llevados a cabo en diferentes regiones de nuestro estado, proporcionaron el material invaluable de trabajo de esta iniciativa.
Se realizaron 34 foros de consulta pública en las diferentes vertientes de la reforma y de ellos se recabaron 1,513 ponencias para definir el nuevo marco democrático del Estado. Se ha propuesto, mediante el proceso más amplio de consultas a la ciudadanía que se haya tenido en nuestro Estado, dar forma y voz a las ideas, proyectos y conceptos de los jaliscienses.

La presente iniciativa abarca aspectos trascendentes para la vida pública de la Entidad y de sus habitantes, tales como la Reforma en materia Electoral, al Poder Legislativo, al Poder Ejecutivo, al Poder Judicial y al Municipio; reformas que comprenden una nueva forma de ejercer y entender la acción del Gobierno y que además, buscan involucrar a la sociedad y pone a su disposición mecanismo de participación en las decisiones gubernamentales, relevantes para Jalisco.
Con la Reforma Política Integral, se ha procurado consolidar un compromiso entre Sociedad y Gobierno buscando especialmente, el fortalecimiento de los valores democráticos fundamentales, de las instituciones y organizaciones políticas. Se respetó el consenso básico de la sociedad expresado a través de los foros de consulta para la Reforma Política. De esta manera, se proporcionan los instrumentos que limitan, restringen y permiten el ejercicio y la organización del poder político.
Buscando, ante todo, que la Reforma Política sea fruto de un trabajo conjunto y no de una imposición personal o de un partido, obedeciendo a principios dictados por la propia comunidad; ni discrecionalidad, ni arbitrariedad puedan ser tolerados en un estado democrático. No se debe confundir una aspiración legítima de la sociedad, con la complicidad; la propuesta viable y razonada, con la imposición; la aceptación de fortalecer la confianza de los ciudadanos en sus instituciones y sus gobernantes, con el sometimiento.
El derecho a la disensión, a la libre exposición de ideas propias son realidades que nuestro marco jurídico garantiza. Se ha optado por la interlocución seria y respetuosa, por el diálogo y los consensos, por la conciliación de intereses para resolver nuestros problemas para la consecución del interés del Estado.
Por lo tanto, señores diputados, en seguida se presentan los puntos que se consideran más relevantes ene. Contenido de la presente iniciativa que se propone:

EN MATERIA ELECTORAL
I. PRINCIPIOS RECTORES ELECTORALES.

En nuestro país el sistema electoral venía siendo tradicionalmente de carácter no competitivo, sin embargo a partir de 1963 ha estado inmerso en un proceso paulatino de apertura. La Constitución local, al igual que las del resto de las entidades federativas, siguió siempre la pauta de las reformas federales, sin embargo, en 1994 se lograron importantes avances en la legislación electoral de nuestra entidad. En los primeros capítulos de la presente iniciativa que hoy se presenta ante esta Soberanía, se aprovechó la experiencia y los avances aportados por la reforma Federal de 1996, pero solo como punto de referencia, ya que en esta propuesta de reforma se busca rescatar valores fundamentales de la democracia no contemplados por la reforma federal, como lo son el Plebiscito, el Referéndum y la Iniciativa Popular.
En los tres capítulos del Título segundo se han incluido más garantías para que los procesos electorales se desarrollen conforma a reglas claras, en condiciones de equidad y con apego al principio de imparcialidad, siendo una característica fundamental para que se reconozcan las decisiones de los gobernantes electos como legítimas, así como el contenido de su programa de gobierno. La presente iniciativa contempla que se adicione como principio rector en el ejercicio de la función electoral el de equidad, para ser sumado a los de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, y objetividad.

II. ÓRGANOS Y AUTORIDADES ELECTORALES
En consecuencia, con un importante cambio a la Constitución Federal, así como con la disposición ya contemplada por la actual Constitución Política del Estado en el sentido de que la organización de los procesos electorales es una función estatal depositada en el Consejo Electoral, se adecua el término de consejeros ciudadanos para que se les denomine consejeros electorales, así como la facultad exclusiva de su remoción en la institución del Congreso del Estado.
III. FINANCIAMIENTO PÚBLICO.

Los sistemas políticos modernos contemplan el financiamiento público a los partidos políticos para garantizar una igualdad básica en la formación de su patrimonio y en la competencia electoral, una demanda sentida de la sociedad ha sido la de equidad en la competencia y el uso transparente de los recursos económicos de los partidos políticos, esta iniciativa retoma tales aspiraciones y se suma a los avances de la reforma política nacional.
Con el sistema de financiamiento propuesto, se sustituye el actual que se otorga por actividad electoral, por subrogación del estado de las contribuciones que los legisladores habrían de aportar para el sostenimiento de sus partidos, y por actividades generales; la nueva modalidad contempla el financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto, para el sostenimiento de sus actividades ordinarias y para reintegrar a los partidos un porcentaje de los gastos anuales por concepto de educación, investigación socioeconómica y política, así como de las tareas editoriales.
En financiamiento para actividades tendientes a la obtención del voto se fijará cada tres años, distribuyéndose el treinta por ciento en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos.

El financiamiento para actividades ordinarias deberá equivaler a una cantidad igual a la mitad del monto del financiamiento por actividades tendientes a la obtención del voto.
EL PODER LEGISLATIVO

I. INTEGRACIÓN.

Las condiciones actuales de la vida pública exigen un Poder Legislativo eficiente y plural en su integración y funcionamiento. No es mediante el monopolio faccioso de la función legislativa como habrán de generarse desde la sociedad la actividad parlamentaria, las condiciones de justicia y bien común en la sociedad actual.

Por ello se propone reducir los márgenes de sobre representación del partido mayoritario, que en la actualidad puede alcanzar  hasta un sesenta y cinco por ciento del total de los diputados que integran el Congreso. En tal virtud, se pretende promover una mayor representación de los grupos minoritarios, disminuyendo el límite superior, de manera que ningún partido político pueda tener un número de diputados que representen más del sesenta por ciento del total de la cámara, con la finalidad de abatir el fenómeno de la sobre representación y de promover una participación más amplia de los grupos parlamentarios minoritarios. Esta situación obligará a que  los trabajos parlamentarios se lleven a cabo, con mayor frecuencia, a través de los consensos de la actividad común.

Por otra parte, a fin de permitir que los partidos políticos puedan conformar equipos de trabajo experimentados y más especializados, dentro de los grupos parlamentarios que los representen, se propone la reforma de la Constitución con la finalidad de permitir a los partidos políticos, que en forma simultánea postulen a una misma persona como candidato a diputado por los principios de mayoría relativa y representación proporcional. Esta posibilidad de postular candidaturas simultáneas se restringe, para cada partido político, a un veinticinco por ciento sobre el total de diputados que deban elegirse por el principio de mayoría relativa.
Considerando la necesidad de dotar de mayor certeza a los procedimientos de asignación de diputados, se propone elevar a rango Constitucional las bases mínimas sobre las cuales deberán desarrollarse, puesto que, la Constitución actual simplemente nos remite a la ley reglamentaria, sin asegurar condiciones y requisitos mínimos que sirvan de base a la asignación de diputados por el principio de representación proporcional.

II. RECONOCIMIENTO DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS.

Hoy por hoy, los grupos parlamentarios en el Estado de Jalisco, son meras asociaciones o uniones de hecho sin personalidad expresamente reconocida y de carácter transitorio.

Es importante reconocer de que una forma u otra los grupos parlamentarios hacen posible que los parlamentos funcionen mejor, pues al agruparse, los legisladores pueden formar frentes comunes al momento de los debates, para apoyar u oponerse a una iniciativa; esta unión ha hecho posible que existan acuerdos previos entre los grupos parlamentarios para asumir acciones comunes a favor o en contra de algo; en síntesis, favorece la cohesión partidista.
Existe una amplia controversia sobre la naturaleza de los grupos parlamentarios hay quien los clasifica como asociaciones carentes de personalidad, otros los consideren como órganos de los partidos políticos y no de los parlamentos, lo más los consideran como instituciones de derecho público, específicamente de derecho constitucional que desempeñan una función pública, razón por la cual pueden considerarse sucesiones sin que, en virtud de la naturaleza de la actividad que realizan, sean consideradas como personas Jurídicas públicas.

Cualquiera que sea la naturaleza Jurídica de los grupos parlamentarios es de destacar el hecho de que forman ya parte integrante de la cultura parlamentaria moderna.
En México, el artículo 70 Constitucional sirve de fundamento a la creación de los grupos parlamentarios en la Cámara de Diputados al señalar que “la ley determinará las formas y procedimientos para la agrupación de los diputados, según su afiliación del partido, a efecto de garantizar la libre expresión de las corrientes ideológicas representadas en la Cámara de Diputados”.

En este sentido, el artículo 38 de la Ley del Congreso General establece que “los grupos parlamentarios son las formas de organización que podrán adoptar los diputados con igual afiliación de partido para realizar tareas específicas de la Cámara”.

En nuestro Estado, la Constitución Local y la Ley Orgánica del Poder Legislativo son omisas al respecto, lo cual se considera un atraso con respecto a otras legislaciones estatales que expresamente lo han reconocido en sus ordenamientos, extendiendo así la práctica democrática al seno de sus congresos estatales.

Por tanto, se propone otorgar desde la Constitución, el reconocimiento jurídico de los Grupos Parlamentarios, que han venido funcionando en la práctica parlamentaria, como una forma de agrupación de los legisladores que facilita la eficacia en el desempeño de la función legislativa.
III. DESAPARICIÓN DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE.

Nuestra Constitución del Estado, fiel reflejo de la tradición hispánica recogida por nuestra Constitución Federal Vigente, establece la existencia y atribuciones de la Diputación Permanente.
Este órgano político, tiene su origen, según señalan en sus respectivas obras de derecho constitucional, tanto Felipe Tena Ramírez, como Ignacio Burgoa Orihuela, en las cortes de Aragón, en el siglo XIII, figura que luego imitarían los reinos de Castilla, Cataluña y León, para, luego de un espacio de casi tres siglos de ausencia, reaparecer en la Constitución de Cádiz, de 1812, bajo el nombre de Diputación Permanente de Cortes.

En México, bajo diversas denominaciones, se ha adoptado prácticamente por todas nuestras Constituciones desde la de 1824, hasta la actual. Responde, según diversos teóricos, a la necesidad de que el Congreso, aún durante sus recesos, guarde alguna representación, con el objeto de frenar los abusos e inconsecuencias de los otros poderes públicos. Sin embargo, como bien lo señala el jurista Ignacio Burgoa, “La Comisión Permanente no es un órgano legislativo en modo absoluto, en el sentido de que no tiene potestad de elaborar ley alguna, en cuyo ejercicio, por tanto, no sustituye al Congreso de la Unión. Sus atribuciones son político-jurídicas…”
Es debido al carácter de este órgano que no es propiamente legislativo, que diversos tratadistas han cuestionado su conformación, sus atribuciones e incluso su existencia misma. De los cuestionamientos surgidos de la doctrina, y de las inconveniencias prácticas que de esta institución han resultado, señalamos las siguientes:
a) En relación con las atribuciones que la Constitución del Estado y la Ley Orgánica del Poder Legislativo le confieren, podemos señalar que éstas se reducen prácticamente, a una oficina receptora y de trámite, es decir, a una mera oficialía de partes. En efecto, la Diputación Permanente en nuestro ámbito local, tiene como atribuciones, señaladas en la Constitución y reiteradas en la Ley Orgánica, las de conceder licencias y permisos para separarse de su cargo a diversos servidores públicos; dictaminar, para dar cuenta al Congreso, los asuntos pendientes de resolución y los que se presenten; nombrar gobernador provisional; convocar al Congreso a periodos extraordinarios; llamar a los propios suplentes de la Diputación Permanente, en ausencia de los propietarios; recibir el expediente relativo a la elección de gobernador; presidir la junta  preparatoria para instalar  la nueva legislatura; nombrar, provisionalmente, a los servidores públicos de la Secretaría del Congreso y de la Contaduría Mayor de Hacienda; ejercer con carácter provisional, las atribuciones del Congreso para aprobar los nombramientos de los magistrados y; aprobar provisionalmente los nombramientos de integrantes de organismos electorales o de derechos humanos.
De las atribuciones referidas, prácticamente todas ellas se ejercitan en forma provisional por la diputación permanente. Los dictámenes aprobados por la Diputación Permanente, por ejemplo, tienen que ser luego sancionados por el Pleno del Congreso, ya que las atribuciones en este sentido se ejercitan precisamente con el objeto de dar cuenta al Pleno del Congreso.

Así lo interpreta la Ley Orgánica cuando, en su artículo 92, establece que las iniciativas presentadas a la Diputación Permanente, serán dictaminadas por este órgano, pero deberá de dar cuenta con ellos al Pleno en periodo ordinario o extraordinario de sesiones, “a fin de que se proceda a dárseles las lecturas preceptuadas por esta ley”. Esto significa que un dictamen de decreto discutido y aprobado por la Permanente, tendrá que discutirse y aprobarse, siguiendo todos sus trámites, incluyendo las dos lecturas, por el Pleno del Congreso. Es decir, tenemos la discusión y aprobación en el seno de las comisiones internas de la Diputación Permanente, las lecturas, por el Pleno del Congreso. Es decir, tenemos la discusión y aprobación en el seno de las comisiones internas de la Diputación Permanente, las lecturas, discusiones y votaciones del Pleno del Congreso, lo cual parece excesivo, máxime cuando esta situación puede referirse a situaciones de índole administrativo interno, referentes al nombramiento del personal del Congreso o de la Contaduría Mayor de Hacienda.
De provisionalidad incluso reviste el nombramiento de Gobernador, ya  que el electo por la permanente sólo fungirá como tal, en tanto se convoca a periodo extraordinario de sesiones que sea el Pleno el que designe al provisional o al sustituto. Situación que ahora, con la facilidad de comunicaciones, puede resolverse en cuestión de un par de días.

b) De acuerdo con el Lic. Manuel Herrera y Lasso: “La única función específica de la Comisión Permanente es la convocatoria a sesiones extraordinarias; y esta función no se la concedió la Constitución de 1917 en su texto primitivo, y no se la concedió porque los constituyentes de Querétaro fueron fieles, aunque vergonzantes discípulos de don Emilio Rabasa, fueron discípulos que negaron constantemente a su maestro. Si de Rabasa se hablaba en aquel Congreso era para lanzar sobre el anatema de la revolución y cubrirlo con la hopalanda amarilla de los judíos en la Edad Media; pero el hecho es que todas las enseñanzas de Rabasa se aprovecharon en los textos de la Constitución de 1917, y una de las enseñanzas capitales estriba precisamente en que, de acuerdo con el modelo norteamericano, es el Presidente de la República a quien incumbe convocar al Congreso a sesiones extraordinarias. Y esto por la razón capital de equilibrio y el del problema de los poderes legislativo y ejecutivo, que es el problema esencial de una constitución de régimen dualista como la nuestra y que se resuelve mediante el establecimiento de poderes coextensos que mutuamente se limitan –el poder limita al poder, decía Montesquieu- y cada uno de ellos está, a su vez, limitado por la atribución específica de facultades, de tal modo que no pueden los órganos de autoridad hacer más que aquello a que la Constitución los autoriza en modo expreso.
“Supeditada, pues, y puesta en manos del Presidente de la República, que es donde debe estar, la facultad de convocar al Congreso a sesiones extraordinarias, no queda para la Comisión Permanente ninguna función; todas las demás que la Constitución le encomienda nos sería difícil que las desempeñara el Congreso, en su caso, o cada una de las cámaras en ejercicio de facultades específicas, porque hoy, dada la facilidad de comunicaciones, en tres días se puede convocar al Congreso o a cada una de las Cámaras, por separado, según las exigencias de la situación.”
Esta opinión es prácticamente refrendada en sus términos por el maestro Tena Ramírez, quien señala: “Con todo acierto, el constituyente de Querétaro encomendó al Presidente de la República la convocatoria a sesiones extraordinarias de una o de las dos Cámaras; pero al mismo tiempo, mejorando en este punto la proposición de Rabasa, facultó a la Permanente para hacer por su cuenta la convocación en aquellos casos en que el Ejecutivo podía tener interés ñeque no se reunieran las Cámaras, como serían los delitos oficiales o del orden común cometidos por secretarios de Estado o Ministros de la Suprema Corte, y delitos oficiales federales, cometidos por los gobernadores de los Estados.
“Desgraciadamente, en virtud de la reforma del 24 de noviembre de 1923 a los artículos 67 y 79, fracción IV, la Constitución regresó íntegramente al sistema de 57.
“De aceptar el sistema propuesto por Rabasa, resultaría que la única facultad propia de la Permanente tendría que desaparecer. Y como ninguna de todas las otras en que reemplaza al Congreso o a alguna de las Cámaras, es facultad que requiera indispensablemente la existencia de la Permanente, habremos de concluir que este organismo es del todo inútil”.
La argumentación antes descrita puede aplicarse con facilidad al caso jalisciense. Sin embargo, transfiriendo a la Comisión de Responsabilidades la facultad de convocar a sesiones extraordinarias en caso de grave responsabilidad de los servidores públicos.
c) Además de los anteriores, la Diputación Permanente padece de otro inconveniente, que es el de su integración, que es desde luego imperfecta, en el sentido de que no garantiza la pluralidad. Efectivamente, si bien es práctica común integrar en este órgano a representantes de todos los grupos parlamentarios presentes en el Congreso, no existe norma que obligue  a hacerlo y bien se puede integrar con representantes provenientes de un solo partido político que, por si fuera poco, puede manejar a discreción la materia de la convocatoria a sesiones o periodos extraordinarios.

d) Presenta también inconveniente la duplicidad de comisiones. En efecto, la Ley Orgánica del Legislativo estatuye que la Diputación Permanente formará sus propias comisiones internas, las que recibirán los asuntos que hubieren quedado pendientes en un periodo de sesiones y los que se presenten durante los recesos del Congreso. Esto significa que las comisiones del Pleno, electas por un periodo de tres años y cuyo funcionamiento dice la ley que debe ser permanente, formalmente no tiene materia para trabajar durante los recesos del Congreso, hecha excepción de las de Tesorería y Responsabilidades. Sin embargo, como ya vimos, los dictámenes aprobados por la permanente deberán ser puestos nuevamente a discusión por el Pleno y, de acuerdo a las reglas previstas por el debate, en esta nueva discusión podrán intervenir los miembros de las comisiones, no ya de las internas de la Permanente, sino las electas por el Pleno, quienes tendrán la penosa encomienda de defender dictámenes en cuya elaboración no intervinieron.
La situación se ha resuelto en la legislatura por el trabajo conjunto que realizan las Comisiones internas y permanentes, sin embargo, no deja de ser un contrasentido, una inútil duplicidad de funciones y actividades que bien pudiera evitarse, además de las confusiones que se ocasionan en razón de los momentos en que una u otra comisión intervienen en la resolución de un asunto.

e) La imposibilidad de conocer otros negocios distintos a los de la convocatoria restringe las funciones del Congreso y supedita su actuación a una agenda diseñada por el Ejecutivo por la Permanente, es decir, en cierto sentido subordina el Pleno del Congreso a la decisión de la Diputación Permanente, en cuanto a asuntos a tratar, lo cual resulta ilógico.
Por todas las razones expuestas, y por no existir impedimento alguno en la Constitución Federal, en concreto en su artículo 116 que previene las formas mínimas de organización de los poderes en los Estados integrantes de la Federación, presentamos a ustedes las siguientes.
En virtud de lo hasta aquí expuesto, se considera necesaria la desaparición de la Diputación Permanente, puesto que se trata de una institución anacrónica que ha dejado de responder a las necesidades actuales de la actividad parlamentaria, de tal manera que se propone la derogación del actual Capítulo IV del Título Cuarto de la Constitución del Estado del cual se desprende la existencia, integración, funcionamiento y atribuciones de la Diputación Permanente.

Paralelamente, se modifica en forma substancial el funcionamiento del Congreso del Estado, estableciendo el carácter permanente de los trabajos parlamentarios, de tal suerte que el Congreso sesione durante todo el año, con mayor frecuencia durante aproximadamente la mitad del tiempo.

IV. PRESUPUESTO CONSTITUCIONAL.

Con la finalidad de asegurar la independencia y mayor eficacia en el funcionamiento del Congreso, se propone fijar condiciones mínimas en la asignación del presupuesto, para lo cual se establece el denominado presupuesto constitucional.

Lo anterior significa que desde la Constitución se fija un presupuesto mínimo que necesariamente deberá asegurarse al Poder Legislativo.

Para el establecimiento del presupuesto constitucional, se propone que al Congreso del Estado  nunca podrá serle asignado un presupuesto menor al que le hubiere correspondido en el año inmediato anterior, actualizado conforme a los índices inflacionarios que publique el Banco de México.
V. LAS FACULTADES DEL CONGRESO.

Se limita la facultad del Congreso para crear y suprimir los empleos públicos, a efecto de permitir que el Poder Ejecutivo y los Ayuntamientos puedan ajustar su funcionamiento interno a las necesidades siempre cambiantes de la complejidad de la vida social.
Lo anterior de ninguna manera significa que los Ayuntamientos y el Ejecutivo del Estado, puedan alterar discrecionalmente la estructura del poder, en términos absolutos, puesto que invariablemente el Congreso, a través de las leyes que expida, deberá asegurar una estructura básica que permita el funcionamiento de las instituciones públicas, brindando a los ciudadanos un mínimo de seguridad y certeza jurídicas, a la par que se permite mejorar la capacidad de respuesta tanto del Ejecutivo como de los ayuntamientos, para hacer frente a la complejidad y peculiaridades de su problemática-
Por otra parte, se le conceden facultades al Congreso del Estado para iniciar, ante el Consejo Electoral, los procesos de referéndum que se refieran a los reglamentos, y decretos expedidos por el Ejecutivo del Estado, así como los procesos plebiscitarios por los cuales puedan ser revisados determinados actos emanados del Poder Ejecutivo.
Lo anterior viene a fortalecer un sano equilibrio del poder público, además de una mayor participación de la ciudadanía en la toma de decisiones de carácter administrativo, que sean particularmente importantes para el interés del Estado.

Con la finalidad de lograr un mayor fortalecimiento de la actividad parlamentaria, se suprime la facultad que actualmente se le concede al Congreso para investir al Gobernador del Estado con facultades extraordinarias y especiales para legislar, impidiendo de esta manera la concentración indebida de la función pública, situación que desequilibra el ejercicio del poder público, negando el principio de la división del mismo.
EL PODER EJECUTIVO

Por lo que respecta al Título Quinto de la Constitución del Estado, referente al Poder Ejecutivo, en este documento se proponen modificaciones constitucionales que faciliten una mayor participación de la ciudadanía en la toma de decisiones que afecten particularmente a la sociedad.

Por ello se prevé la posibilidad de someter a referéndum derogatorio los reglamentos y decretos que expida el titular del ejecutivo, con lo cual se amplían notablemente las posibilidades de participación social en el ejercicio democrático del poder público, de manera tal que una decisión mayoritaria de los ciudadanos resulte capaz de derogar las disposiciones normativas que, en uso de facultades constitucionales y legales, hubiere expedido el Ejecutivo del Estado.
En la misma forma se permite la posibilidad de que los actos administrativos, particularmente trascendentes para la colectividad, sean sometidos a procesos plebiscitarios, mediante los cuales se permita a la sociedad participar en la definición de las políticas públicas a través de la expresión popular realizada mediante el sufragio.

Lo anterior, lejos de entenderse como una forma de paralización de la administración, se aprecia como la apertura de importantes medios de participación social t de canales de comunicación entre autoridades y ciudadanos, derivados de la ampliación de la acción de éstos frente al ejercicio del poder público.
En otro orden de ideas, se modifica el régimen por el cual deban suplirse las ausencias del Titular del Ejecutivo y se limita la discrecionalidad del Gobernador para ausentarse del Territorio del Estado.

En efecto, se dota de mayor claridad a la actuación del Secretario general de Gobierno, en los casos en que deba fungir como encargado del despacho del Gobernador, precisándose que este hecho no implica que el Secretario de Gobierno supla al Gobernador, ni ejercer la titularidad del Ejecutivo.
La Constitución actual permite al Titular del Ejecutivo, separarse de su cargo, sin permiso de la legislatura, durante treinta días. Consideramos que este término resulta excesivo, en virtud de que en la actualidad las comunicaciones permiten al Gobernador, resolver en forma más rápida, los asuntos que deban ocuparle fuera del territorio del Estado, por lo que no se justifica que las ausencias se prolonguen por un término mayor a quince días y se realicen sin autorización del órgano de representación popular.
DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE JUSTICIA

I. REORGANIZACIÓN E INSTITUCIONALIZACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO A NIVEL CONSTITUCIONAL Y LA CREACIÓN DE LA PROCURADURÍA SOCIAL.
Pocas instituciones jurídicas mexicanas han sido objeto de debates tan apasionados como el Ministerio Público, en especial respecto a la interpretación constitucional de su estructura y funcionamiento.

Estos debates se han efectuado en primer lugar en cuanto a su organización de acuerdo a las múltiples y muy diversas atribuciones, y en segundo término, respecto a su intervención en el proceso penal.

Por lo que se refiere al primer aspecto resulta ya clásica la controversia que sostuvieron Luis Cabrera y Emilio Portes Gil con puntos de vista opuestos, el último como Procurador General de la República de aquella época.
Luis Cabrera propuso la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en todo lo que se refería la composición del Poder Judicial y del Ministerio Público, en especial al artículo 102, de manera que se estableciera en dicho precepto que el jefe del Ministerio Público fuera designado por el Congreso de la Unión, otorgándose la inmovilidad y la misma dignidad de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que consideraba que debería formar parte del alto tribunal y hacerse oír en sus sesiones personalmente o por medio de delegados.
Según el citado jurisconsulto, el Ministerio Público debería ser la institución encargada exclusivamente de vigilar el cumplimiento estricto de la Constitución y de las leyes, y además de guardián de los derechos del hombre y de la sociedad y el defensor de las garantías constitucionales, interviniendo en todos los asuntos federales de interés público y ejercitando las acciones penales con sujeción a la ley. Por todo ello, proponía que los integrantes de dicha institución deberían ser independientes del departamento ejecutivo y su presupuesto comprendido dentro del correspondiente al Poder Judicial.
Con independencia del Ministerio Público, debería de establecerse un abogado o Procurador General de la Nación, dependiente en forma directa del Presidente de la República, con la categoría de Secretario de Estado, y con las funciones de representar a la Federación en los juicios en que ésta fuere parte, así como a las diversas dependencias del Ejecutivo cuando las mismas litigaran como actores como demandados. También debería considerarse como consejero jurídico del gobierno y el jefe nato de los departamentos jurídicos de las diversas dependencias administrativas, encabezando además un consejo que fijara las normas de interpretación oficial de las leyes para los efectos de su aplicación concreta por casa una de las Secretarías y Departamentos.
A continuación, presentamos una síntesis de las razones en las cuales se apoyó Luis Cabrera para presentar su propuesta:

a) Nuestra Constitución actual constituyó al Ministerio Público como un órgano del Poder Ejecutivo, ya que el Procurador es nombrado por el Presidente de la República, movible a voluntad de  éste, y además el abogado consultor o consejero jurídico del gobierno.

b) El Ministerio Público, definido de una manera teórica, es una institución encargada de velar por el cumplimiento y la aplicación estricta de las leyes. Tiene a su cargo tres funciones diferentes: defender los derechos del Estado ante los tribunales; proteger a la sociedad de la delincuencia y vigilar en general el cumplimiento de las leyes. Pero no es posible que el Ministerio Público ponga  toda la fuerza moral de su autoridad al servicio de la justicia y del cumplimiento de las leyes, toda vez que dicho funcionario es un dependiente directo del Poder Ejecutivo, tomando en cuanta que dicho poder es la fuente más prolífica en atentados contra las libertades o contra los derechos de los individuos y de la sociedad.
c) El carácter de consultor jurídico del gobierno que posee el Procurador es notoriamente incompatible con las funciones del Ministerio Publico propiamente dichas, pues intervenir en materia de amparo no podría desempeñar el doble papel de defensor de la Constitución y asesor del gobierno en los actos que el mismo Poder Ejecutivo hubiera participado como autoridad responsable.
d) En cuanto a la función trascendental del Ministerio Público como representante de la sociedad, al ejercitar la acción penal en los casos de delito, se ha querido hacer del Procurador el árbitro de este ejercicio, habiéndose llegado en la práctica al extremo de que queda a su discreción, o mejor dicho, a su arbitrio, ejercitar o no la acción penal. Esta amplia facultad no puede efectuarse serena e imparcialmente por un órgano del Poder Ejecutivo.
Por su parte, el entonces Procurador General de la República, Emilio Portes Gil, sustentó la tesis de la unidad de la institución de la cual era titular, expresando en contra de la propuesta de Luis Cabrera los siguientes puntos de vista:

a) Tratadistas contemporáneos han definido la función del Ministerio Público, a diferencia de algunos países en que se vive un sistema mixto, que implica que los particulares hacen uso de un sistema subsidiario de acusación, deben constantemente dar facilidades a los particulares a fin de que coadyuven eficazmente con el Ministerio Público en la aportación de las pruebas, tomando en cuanta que el Ministerio Público es y debe ser una institución de buena fe y hasta de equidad cuando sea preciso, y repudia la acusación sistemática, por ser inquisitorial, sugiriendo y exigiendo al mismo  tiempo que los funcionarios que de ellos dependan no procedan ligeramente al consignar o acusar.
b) Habiendo adoptado la ley mexicana el sistema exclusivo de acusación por el Ministerio Público, a diferencia de algunos países en que se vive un sistema mixto, que implica que los particulares hacen uso de un sistema subsidiario de acusación, deben constantemente dar facilidades a los particulares a fin de que coadyuven eficazmente con el Ministerio Público en la aportación de las pruebas, tomando en cuenta que el Ministerio Público es y debe ser una institución de buena fe y hasta de equidad cuando sea preciso, y repudia la acusación sistemática, por ser inquisitorial, sugiriendo y exigiendo al mismo tiempo que los funcionarios que de ellos dependan no procedan ligeramente al consignar o acusar.
c) El licenciado Cabrera pretendía volver al sistema contenido en el texto inicial de la Constitución mexicana de 1857, que colocaba entre los integrantes de la Suprema Corte a un fiscal y a un procurador de la República con funciones distintas, y que en la práctica no pudieron realizarse, lo que se explica por la consideración de que, si el Presidente tiene a su cargo y bajo su responsabilidad la realización de los intereses públicos, es difícil la creación de un funcionario distinto, que sin tener la responsabilidad en la realización de esos intereses, tenga autonomía absoluta para actuar por ellos ante los tribunales.
d) Por otra parte, no puede ser ajena al Ejecutivo en gobiernos revolucionarios, la función de prevención de la delincuencia, que está superando en importancia a la represión y que precisamente está encomendada en gran parte a la acción tutelar del Ministerio Público, ya que divorciar las funciones sociales de dicho servidor de la acción del Ejecutivo, a quien compete la política criminal en materia de delincuencia, es hacer renunciar a tal Poder de una de sus más altas funciones.
e) Por último, Portes Gil sostuvo que debía tomarse en cuenta la circunstancia de que el Ministerio Público es por naturaleza un órgano del Poder Ejecutivo, y la independencia del Poder Judicial no proviene necesariamente de la independencia del propio Ministerio Público, y dentro del sentido de la realidad mexicana en la que el propio Ministerio Público, y dentro del sentido de la realidad mexicana en la que el propio Luis Cabrera pretendía colocarse, proponiendo un jefe del Ministerio Público inamovible, por elección del Congreso, no se resuelve un problema, que es necesariamente de hombres que puedan y quieran dar vía a las instituciones públicas con sapiencia y probidad.
Las posiciones mencionadas son las que se han venido reiterando con posterioridad a través de argumentos muy similares a los expuestos por estos dos distinguidos juristas, ya que la controversia se ha planteado principalmente entre los que sostienen que son incompatibles las funciones de consejero jurídico y representante del gobierno con la de investigación y persecución de los delitos, incluyendo el ejercicio de la acción penal, y que por lo mismo, ambas atribuciones deben atribuirse a órganos diversos; y por el contrario, aquellos que creen correcta la solución establecida por los constituyentes de Querétaro al atribuir estas dos funciones a un solo órgano dependiente directamente del Poder Ejecutivo.
La misma controversia resurgió con motivo de una iniciativa legislativa presentada por los diputados representantes del Partido Acción Nacional con fecha 19 de octubre de 1971, en la que se recogen las ideas expresadas por Luis Cabrera en 1932, y con ligeras modificaciones propusieron la separación de las funciones constitucionales del Procurador y las del jefe del Ministerio Público, de tal suerte que en dicha iniciativa se señaló la necesidad de reformar el artículo 102 para separar las funciones del Ministerio Público de las del Procurador General, representante del Ejecutivo ante los tribunales y se consejero jurídico, las que debían pasar al capítulo del citado poder; y la modificación del artículo 90 para integrar en el Ejecutivo las funciones del Procurador General.
La única diferencia que se observa respecto de las proposiciones formuladas en 1932 por Luis Cabrera radica en la forma en que debería designarse al jefe del Ministerio Público, ya que el citado jurisconsulto sostuvo que esa designación correspondía al Congreso de la Unión, en tanto que en la iniciativa referida, se sostuvo que dicho nombramiento se efectuara por el titular del Poder Ejecutivo con aprobación del Senado, en los mismos términos en que son designados los Ministros de la Suprema Corte. Uno de los argumentos que manejaron los diputados del Partido Acción Nacional fue:
Si en 1932 el licenciado Portes Gil pudo decir que resultaba imposible crear un órgano en gestión del interés público que pudiera apartarse de las instrucciones del Presidente de la República, a casi cuarenta años de distancia creemos que el pueblo de México ha madurado lo suficiente para que nuestra vida pública se desarrolle bajo instituciones que puedan ser totalmente autónomas e independientes del Ejecutivo; en que el Poder Judicial realice sus funciones con total independencia; en donde el ministerio público se incorpore de nuevo al poder judicial y se clarifique la división de poderes.
Las Comisiones de Justicia y de Estudios Legislativos en su dictamen del 29 de septiembre de 1976, desecharon la iniciativa bajo los siguientes argumentos.

No es válido afirmar que las funciones del ministerio público con más afines al Pode Judicial que al ejecutivo. Designar al jefe del ministerio público como el Fiscal judicial es completamente contrario al espíritu de la reforma propuesta por Venustiano Carranza en su proyecto de Constitución el cual se propuso superar la arbitrariedad de que el acusador lo fuera el sentenciador, pues en tal forma se pondría en entredicho las libertades de los individuos al poder ser acusados por el mismo funcionario judicial que posteriormente resuelve la procedencia o improcedencia de la misma acusación.
La pretensión de la iniciativa de independizar en forma total al ministerio público del ejecutivo, significaría la modificación básica de la trilogía de poderes, creándose un cuarto poder en paridad con los otros tres poderes y la circunstancia de que el jefe del citado ministerio público fuese designado por el ejecutivo, no implicaba su dependencia, ya que es la misma situación que guardan actualmente los Ministros de la Suprema Corte, nombrados por dicho funcionario, sin que pueda afirmarse que dichos magistrados sean dependientes del citado ejecutivo.
Es importante destacar que en la reforma constitucional federal de diciembre de 1994. El artículo 102 apartado A de la Carta Magna Federal fue reformado para eliminar la doble función del Procurador General de la República, como consejero jurídico del gobierno y la de responsable último de la institución del Ministerio Público Federal, dicho precepto establece actualmente que “La función de consejero jurídico del Gobierno estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo Federal que, para tal efecto, establezca la ley.
Por todo ello, lo que se propone en la presente iniciativa constitucional es que se separen las funciones antagónicas del Procurador de Justicia del Estado.
1.- Que las funciones de consejero y representante del Gobernador sean ejercidas por la Dependencia del Poder Ejecutivo que para tal efecto establezca la ley, por lo cual, la facultad de designación se deja a libre arbitrio del Gobierno del Estado.
2.- Que las funciones de representante de los intereses de la sociedad, queden a cargo de una dependencia denominada Procuraduría Social, a la cual también le corresponderá prestar el servicio de defensoría de oficio en materia familiar y penal, la cual se establece como obligación en el artículo 20, fracción IX de la Constitución Política Federal.
Esto obedece a suprimir o evitar la incongruencia actual de que la prestación de la defensoría de oficio dependa directamente del Poder Judicial, convirtiéndose éste, indirecta y materialmente  en juez y parte.
3.- Que el ejercicio de la acción penal, la investigación y persecución de los delitos, el interés por la legalidad, entre otras funciones, siga siendo realizada por el Ministerio Público y como jefe de éste y de la policía judicial siga siendo el Procurador de Justicia del Estado, pero que dicha institución se eleve a rango constitucional por su naturaleza e investidura.
4.- Asimismo, toda vez que la representación de los intereses sociales en materia penal se le otorga al Procurador de Justicia en el Estado, se hace necesario que el nombramiento al Procurador de Justicia sea por el Titular del Poder Ejecutivo y ratificado por mayoría calificada de los diputados del Congreso, lográndose así, un mayor consenso, ya que dicho servidor debe ser ante todo, una persona honorable, con profundo respeto por las leyes y la Constitución, sin tendencias preferenciales a persona o grupo de personas algunas, lográndose sin lugar a dudas, una cierta autonomía en decisiones y en el cumplimiento de su deber.
EL PODER JUDICIAL
I. PLANTEAMIENTOS GENERALES.

Uno de los problemas fundamentales que se hacen dentro de cualquier sistema democrático es garantizar a los ciudadanos el acceso oportuno y eficaz a la justicia. El amor a la justicia, el genuino interés por la equidad, la preocupación por una justicia impartida sin hacer distingos entre ricos y pobres, entre poderosos y débiles o entre influyentes y ciudadanos comunes; la vocación por una justicia impartida dentro de términos y circunstancias que no nieguen el legítimo derecho de los gobernados son valores fundamentales que se encuentran inmersos en el ánimo de la sociedad jalisciense.
Nada resulta más irritante para los individuos y para las colectividades que la imposibilidad de hacer vales sus derechos mediante el derecho mismo. De ahí que se pueda afirmar que se llega al bienestar social a través del bienestar general.

Se puede entender el acceso a la justicia como una serie de procedimientos que garantizan al individuo mayores y mejores posibilidades de obtener el esclarecimiento de hechos o la reparación de intereses indebidamente afectados, mediante procedimientos simplificados y con el apoyo de instituciones especializadas.

Sin el acceso a la justicia no se puede concebir una convivencia pacífica entre los habitantes de nuestra entidad; tampoco es posible lograr el respeto cabal a los derechos inherentes al ser humano. Sin el acceso Pleno a la justicia no es posible lograr el desarrollo social del Estado.

Uno de los principales problemas que aqueja al acceso pronto, gratuito y expedito de la justicia, es que este gran valor social se ha convertido, en nuestro sistema jurídico procesal, en una variable dependiente. Así tenemos que, en nuestro Estado, la justicia puede cambiar, y esa variación se debe en gran medida a la vinculación y supeditación de las partes y sujetos procesales (juzgador, litigantes y en algunos casos el representante del ministerio público) a favor de las presiones constantes de carácter político, social y económico.

Para asegurar uno de los más caros anhelos de la sociedad jalisciense, el acceso a la justicia, a esa justicia única y verdadera, es necesario realizar un análisis pluridisciplinario con el fin de encontrar los instrumentos adecuados para adaptar la impartición de justicia a las nuevas necesidades sociales de nuestra época. Dichas medidas necesariamente implican una transformación radical de las concepciones tradicionales.

La justicia es pues, la necesidad más apremiante de  una sociedad para que la convivencia de sus miembros no se haga insostenible, por ello, se proponen una serie de modificaciones dentro de este importante Poder Público.

II. INTEGRACIÓN DEL PODER JUDICIAL.

La cultura jurídica del pueblo mexicano en general se encuentra supeditada a la Federación, ninguna Entidad Federativa ha contemplado la perspectiva de innovación y creación de nuevas figuras y sistemas que impulsen el desarrollo cabal de nuestro sistema jurídico. Los lineamientos generales de una teoría de la Constitución Local tienen que partir de la entidad federativa como base de estudio, y no de la unidad federal.

Actualmente, los poderes locales son considerados apenas como un elemento más de la vida nacional. La dualidad de los regímenes constitucionales nacional y estatal sólo ha sido estudiada y aplicada a partir del nivel nacional. El constitucionalismo jalisciense debe tender, en la medida de que sea posible, a generar modalidades originales e innovadoras en lo concerniente a la concepción, organización y funcionamiento del poder público.
En lo que se refiere a nuestra entidad, la organización de la administración de justicia se encuentra dispersa en varias jurisdicciones, las cuales se encuentran estructuradas como si se tratara de poderes independientes, dichas jurisdicciones son: el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Tribunal de lo Contencioso Electoral y el Tribunal de Arbitraje y Escalafón.

En la presente iniciativa se propone la integración de la justicia ordinaria, administrativa y electoral en un mismo Poder Público, el cual será tricéfalo, es decir, compuesto por los tres tribunales de competencias materialmente distintas, independientes y autónomos entre sí, pero unidos en el Poder Judicial por su facultad formal jurisdiccional.

Además, por necesidades de carácter práctico, en razón de su importancia material y por el número de servidores públicos que lo conforman, el representante indiscutible de dicho Poder seguirá siendo el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia.
Cabe aclarar que además se propone la modificación de la denominación de dichos tribunales para quedar: Tribunal de lo Administrativo y Tribunal Electoral.

Por razones de la naturaleza tripartita y laboral, el Tribunal de Arbitraje y Escalafón no es susceptible de integrarse al esquema del Poder  Judicial del Estado, toda vez que dicho órgano jurisdiccional está fundamentado directamente en lo que establecen los artículos 116 y 123 de la Constitución Política Federal.
III. DEL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL.

Sin duda alguna, una de las propuestas más trascendentes para la impartición de justicia en el Estado contenidas en la presente iniciativa, es la creación del Consejo General del Poder Judicial, organismo que indiscutiblemente, pese a su función exclusivamente administrativa, pertenece y forma parte del propio Poder Judicial, siendo el encargado de realizar las funciones administrativas, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado.

Tal y como se encuentra concebido el Consejo de la Judicatura Federal, este nuevo órgano no representará un mecanismo de control paralelo a los Tribunales del Poder Judicial, a saber: Supremo Tribunal de Justicia, Tribunal de lo Administrativo y Tribunal Electoral, toda vez que estará subordinado jerárquicamente a ellos.
La finalidad principal de la inserción de este órgano es eficientar la actuación de Poder Judicial del Estado. Este tipo de organismos tienen su origen en las legislaciones de España y de Italia, pero no es sino hasta 1946 que en Francia se crea el Consejo Superior de la Magistratura. A partir de éste se han ido desarrollando órganos que, para el mejor desenvolvimiento del sistema judicial, se encargan de las actividades del poder judicial que no tienen el carácter jurisdiccional, tales como la designación de jueces, la determinación de la competencia territorial de los juzgados, la aplicación de las medidas disciplinarias y en general, de la administración del sistema judicial.

El Consejo General del Poder Judicial, tal y como se propone en la iniciativa constitucional, de ninguna manera significará un fraccionamiento de las funciones que se le atribuyen al Poder Judicial del Estado, más bien representa una redistribución de las mismas en aras de obtener una mejor impartición de justicia.
Consideramos necesario puntualizar que las funciones que desempeñará en Consejo General serán exclusivamente administrativas, por lo que no se contrapondrán a las funciones eminentemente jurisdiccionales que de ahora en adelante han de desempeñar el Supremo Tribunal de Justicia, el Tribunal de lo Administrativo y el Tribunal Electoral. Esto es un avance que se debe aquilatar y conviene resaltar en sus justas dimensiones: el Consejo General del Poder Judicial se crea exclusivamente para complementar las labores del Poder Judicial, permitiendo que los órganos jurisdiccionales se puedan dedicar de lleno a sus funciones que revisten dicha naturaleza.
El desempeño de este tipo de funciones jurisdiccionales por parte de un órgano distinto al Supremo Tribunal de Justicia y a los tribunales de lo Administrativo y Electoral, colocando al primero de ellos en la cúspide de la pirámide judicial del Estado. Ahora un organismo subordinado a dichos tribunales permitirá que se dediquen de modo exclusivo a la resolución de asuntos de índole jurisdiccional, permitiendo la eliminación gradual de los rezagos y eficientando la profundidad del estudio de los mismos.

En cuanto al nombramiento de las personas que integrarán dicho Consejo General, se determinó que el procedimiento más adecuado es el que se presenta, toda vez que, debido a que el Órgano del Poder Legislativo es donde esencialmente se deposita la representación de la soberanía popular, corresponde a éste elegir a las personas más idóneas para ocupar dicho cargo, pero esa elección parte de propuestas que la sociedad haga llegar por medio de los partidos políticos representados en el Congreso del Estado.
Cabe aclarar además, que se estudió la conveniencia de que de los siete ciudadanos que integran el Consejo General, por lo menos dos de ellos emanaran de algún órgano con funciones jurisdiccionales, toda vez que, al conocer la necesidad y condiciones objetivas de la impartición de justicia podrían aportar criterios importantes para que el Consejo tome determinadas decisiones.

Por otro lado, se establece en la iniciativa en comento que la designación de los consejeros integrantes de éste órgano perteneciente al Poder Judicial, se realizará de manera escalonada para evitar la hipertrofia de dicha institución.

IV. DEL NOMBRAMIENTO DE LOS MAGISTRADOS INTEGRANTES DE LOS TRIBUNALES DEL PODER JUDICIAL.

De conformidad con la importancia de la nueva integración del Poder Judicial, se hace necesario modificar de los diversos aspectos del régimen jurídico al que hasta ahora están sujetos los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y de los actualmente denominados Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Tribunal de  Contencioso Electoral.
Toda vez que desde la óptica formal y doctrinal, la designación o elección de los magistrados de éstos tribunales es indirecta, corresponde en esencia, exclusivamente al Poder Legislativo, que es el depositario directo de la representación popular. Por ello, consideramos necesario establecer un sistema de elección con el siguiente procedimiento:


a) El Consejo General, después convocado  a exámenes de oposición, determinará quienes son los candidatos que tienen aptitud para ocupar dicho cargo y si cumplen los requisitos constitucionales.
b) Elaborará un expediente por cada candidato.
c) Con los candidatos más aptos integrará una lista que remitirá al Congreso del Estado junto con los expedientes de los candidatos que la integren.
d) El Congreso del Estado, por votación del sesenta por ciento de los diputados presentes, elegirá al magistrado que deba cubrir la vacante, dentro de un término improrrogable de treinta días.

e) En caso de que el Congreso del Estado no resolviere dentro de dicho término, se entenderá que rechaza la totalidad de los candidatos propuestos.

f) En caso de que el Congreso del Estado rechace la totalidad de la lista propuesta, el Consejo General del Poder Judicial someterá una nueva en los términos del párrafo anterior.
g) Si esta segunda lista fuere rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha lista haya obtenido mayor número de votos de los diputados.

Cabe destacar que con esta propuesta de designación, el Congreso del Estado conocerá toda la carrera profesional de cada uno de los candidatos a elegir, por lo cual, la elección de los magistrados obedecerá indistintamente a condiciones objetivas que perfeccionen este tipo de elecciones.

V. DE LA DURACIÓN DE LOS MAGISTRADOS DEL PODER JUDICIAL EN EL CARGO.
La iniciativa propone una modificación en la duración de los cargos de los magistrados, la cual dependerá de la naturaleza del tribunal al que pertenezcan.
Toda vez que el artículo 116, fracción III, párrafo quinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece:

“Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las Constituciones Locales podrán ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidad de los Servidores Públicos de los Estados”.

Partiendo de esta obligación constitucional y haciendo un análisis gramatical de la misma, se esclarece incuestionablemente que dicha disposición establece la inamovilidad de dichos servidores públicos, pero  imprescindible señalar que no debe confundirse la inamovilidad judicial con el carácter de vitalicio, incuestionablemente, la inamovilidad  se conserva pues ningún magistrado podrá ser separado de su encargo, sino a través de un juicio de responsabilidad. Es decir, la protección para que desempeñe su cargo con absoluta independencia externa, sin estar sujeto a presiones de ningún tipo, se conserva. Lo que se propone modificar es sólo la temporalidad del nombramiento respectivo.
Por ende, una de las propuestas que hacemos, es restringir el carácter de vitalicio de los magistrados  del Supremo Tribunal de Justicia e implantar una inamovilidad judicial de la siguiente manera:

Una persona que resulte electa como magistrado del Supremo Tribunal de Justicia, durará un periodo de siete años, al término de los cuales, si resultare reelecto, se mantendrá en el cargo por un lapso de catorce años más, es decir, ninguna persona podrá ejercer el cargo de magistrado por un periodo mayor de veintiún años en total. Esta inamovilidad temporal surtiría efectos desde el momento mismo en que la mayoría calificada del Congreso los reelija.

Cabe aclarar que el proceso de reelección, se realizará invariablemente de la misma manera que para un nombramiento para cubrir una vacante, es decir, para poder reelegir a una persona, se deben presentar más opciones de candidatos.
Creemos que veintiún años son los adecuados para determinar la inamovilidad judicial, debido a que con este periodo judicial se mantendría es respeto por la estabilidad en las funciones de dichos servidores, logrando e impulsando la independencia del Poder Judicial, y evitar al mismo tiempo la hipertrofia del Supremo Tribunal de Justicia, terrible problema que sufre cualquier organismo que permanece indeterminadamente integrado por los mismos miembros sin renovarse periódicamente.
El motivo por el cual proponemos siete años para el primer periodo antes de la reelección, es porque con ese lapso se permite una duración prolongada en el puesto y simultáneamente, impediría que un magistrado fuere propuesto por los mismos integrantes del Consejo General y electo por los mismos integrantes del Poder Legislativo, o bajo la administración del mismo Gobernador, y por ende, dichas designaciones no se podrían realizar bajo la sospecha de intereses bastardos o dudosos.
DEL GOBIERNO MUNICIPAL
El desarrollo de los municipios como base de la organización territorial y política, es condición para el crecimiento político, económico y social del Estado. Por ello es necesario modernizar las estructuras municipales a efecto de que la legislación permita el mayor grado de eficacia y autonomía posibles por parte de los municipios.
Por lo anterior, a través de esta reforma constitucional, se pretende dotar a los municipios de la facultad de crear y suprimir empleos públicos, atribución cuyo ejercicio corresponde actualmente y en forma monopólica al Congreso del Estado.

No es posible hablar de autonomía municipal. Cuando los afanes paternalistas de la legislación impiden a los ayuntamientos la creación de los empleos públicos que exijan sus necesidades particulares, siempre que se respete una estructura mínima prevista en la legislación.

Tampoco se puede pretender que la estructura del gobierno municipal resulte idéntica en un estado en que la concentración de la población, principalmente en la capital y su zona metropolitana, es de magnitud tan grande como lo es en el caso de Jalisco; en que las necesidades de los municipios son tan diversas, dependiendo de su ubicación geográfica densidad de población, de sus  costumbres y condiciones de vida social.
Por ello, a efecto de mejorar la capacidad de respuesta ante la problemática municipal, los ayuntamientos deben ser capaces de crear y suprimir empleos públicos, respetando la estructura mínima prevista por las leyes.

Por otra parte, a efecto de evitar la confusión entre las atribuciones de los cabildos y del presidente municipal, así como para dotar de mayor seguridad y certeza jurídicas a los actos de gobierno municipal, se delimita en forma genérica la competencia de los presidentes municipales y de los cabildos. Asimismo se eleva a rango constitucional la figura de los jueces municipales, a los cuales se les faculta para resolver controversias derivadas de la aplicación de los bandos de policía y buen gobierno.
En cuanto a la integración de los ayuntamientos, se propone disminuir el porcentaje mínimo para que los partidos políticos tengan acceso a las regidurías de representación proporcional, mismo que actualmente es del tres por ciento, para establecer que los partidos políticos que hubiesen alcanzado cuando menos el dos punto cinco por ciento de la votación, tendrán derecho a participar en el procedimiento de asignación de regidores de representación proporcional.
Se propone la supresión de la figura del vicepresidente municipal, ya que en la práctica genera confusión en cuanto a las atribuciones que realiza, dado que jurídicamente se trata de un regidor más, con la facultad de suplir ausencias temporales del presidente municipal.
A fin de promover la participación ciudadana en la vida del municipio, se crean las figuras del referéndum y plebiscito municipales, las que tienen por objeto poner a consideración de la ciudadanía las disposiciones administrativas de carácter general, impersonal y abstracto, así como los actos de gobierno municipal que afecten particularmente el interés social, según el caso.
PLEBISCITO, REFERÉNDUM E INICIATIVA POPULAR.

Es indudable hoy en día, la necesidad que tienen las democracias particularmente las democracias iberoamericanas, de incrementar los mecanismos de participación ciudadana para resolver con la participación directa del pueblo algunos de los problemas trascendentales que afectan a las comunidades gobernadas.
El hombre al formar parte del Estado, integrado en su población. Desea garantizar el logro de bienestar y progreso, con respeto a su dignidad humana y libertad individual; para esto busca en primer término vivir en sociedad, pero en una sociedad que se encuentre debidamente estructurada, donde los valores mencionados no queden al arbitrio de la voluntad de cualquier autoridad, ni siquiera aún, de la voluntad de la mayoría adoptada por sus legítimos representantes, electos a través de elecciones auténticas, periódicas, por sufragio universal, directo y secreto. Particularmente en aquellos casos de decisiones trascendentes.
En la actualidad el derecho que tienen las personas a tomar parte en la  vida pública de la sociedad en la que viven, no debe limitarse solamente a la emisión del sufragio. Por el contrario, su participación  debe ser más activa, consciente y permanente. En este contexto, sería conveniente implementar en nuestro  Estado, una democracia semidirecta. Esto es, que posibilite la participación directa del pueblo en el proceso de integración de las instituciones de los poderes del Estado, sin que esto pueda entenderse como el desconocimiento de las funciones de las autoridades del Ejecutivo, el liderazgo y responsabilidad de los representantes populares y de las instituciones republicanas.
En lo que toca al referéndum, consideramos conveniente establecer esta institución como un procedimiento de control constitucional, esto es que a través del referéndum los ciudadanos de Jalisco deben expresar su aprobación o rechazo de cualesquier modificación a la Constitución del Estado, a virtud de reformas aprobadas por el Congreso y los ayuntamientos de acuerdo al procedimiento Constitucional.
Igualmente se propone el establecimiento de la figura del referéndum derogatorio en tratándose de leyes expedidas por el Congreso; así como de los reglamentos y demás disposiciones de carácter general, impersonal y abstracto que, en uso de facultades constitucionales y legales emitan el Ejecutivo del Estado y los municipios.
En cuanto al PLEBISCITO, esta institución de la democracia participativa, viene a ser el derecho reconocido al cuerpo electoral, a los ciudadanos, al pueblo, para intervenir en la aprobación o desaprobación de un acto esencialmente político o de gobierno.

En este sentido, la autoridad, política, electa legítimamente por el pueblo, convoca al pueblo mandante, a través del Plebiscito, reconociendo en el cuerpo electoral una facultad excepcional y extraordinaria, que demanda su participación directa para decidir en relación con problemas, situaciones o conflictos de naturaleza especialmente polémicos y que implican decisiones trascendentes para la sociedad gobernada.
El plebiscito es, esencialmente, un medio de comunicación entre la sociedad y su gobierno, por el cual los órganos del poder público convocan a los ciudadanos a manifestarse, a través del sufragio, sobre la pertinencia de realizar determinados actos de gobierno, que resulten particularmente importantes para el interés social.
La INICIATIVA POPULAR, entendida como la institución de la democracia participativa que permite al pueblo proponer iniciativas de ley, reconociendo el derecho de una fracción suficientemente representativa del cuerpo electoral para presentar ante el Congreso sus propuestas, con la obligación por parte del Poder Legislativo de proceder a su estudio y dictamen, debe ser reconocida y establecida legalmente.
Es indudable el deseo y derecho de participación que expresa la sociedad civil en los tiempos actuales, más allá de la delegación que el pueblo hace en sus diputados, representantes populares electos libremente para cumplir con la noble  y trascendente tarea legislativa, debe reconocerse la realidad de la riqueza y capacidad de aportación que existe en la sociedad misma y sus  estructuras y entramados sociales, que pueden aportar iniciativas de ley o reformas a las leyes, que no deben  ser menospreciadas por sus representantes.
Por lo antes expuesto, se propone el fortalecimiento de los medios de participación de la sociedad en las decisiones de gobierno a través  de las figuras del plebiscito, referéndum e iniciativa popular, las cuales se integran al texto de la Constitución en los siguientes términos:
a) Se establece la figura del referéndum derogatorio total o parcial a nivel Constitucional, legislativo y reglamentario.

El referéndum derogatorio que se refiera a las leyes expedidas por el Congreso o a los reglamentos y decretos expedidos por le Titular del Ejecutivo, podrá ser convocado cuando así lo solicite el dos punto cinco por ciento de los ciudadanos residentes en el Estado.

Para la celebración derogatorio que se refiera a las leyes expedidas por el Congreso o a los reglamentos y decretos expedidos por el Titular del Ejecutivo, podrá ser convocado cuando así lo solicite el dos punto cinco por ciento de los ciudadanos residentes en el Estado.
Para la celebración de un proceso de referéndum relativo a reformas constitucionales, además del requisito anterior, entre quienes lo soliciten  deberá haber ciudadanos registrados en la mayoría de los municipios del Estado. Este requisito obedece a la naturaleza de  dichas reformas, toda vez que emanan de un Poder Constituyente Permanente y no de un Poder constituido.
El referéndum municipal se realizará a solicitud de un número de ciudadanos que será inversamente proporcional al número de ciudadanos registrados en el municipio, pero en ningún caso podrá exigirse que representen más de cinco por ciento de los ciudadanos residentes en el municipio.

b) Se inserta la institución jurídica de plebiscito para actos emanados del Titular del Poder Ejecutivo y del Gobierno Municipal.

El plebiscito estatal procede de dos maneras, la primera es una facultad discrecional del propio Titular del Poder Ejecutivo para solicitar al Consejo Electoral del Estado someta a dicho procedimiento, propuestas de actos o decisiones de su gobierno; el segundo supuesto, es la facultad que se le concede al Poder Legislativo para solicitar al mismo Consejo Electoral del Estado someta a este tipo de proceso, propuestas de actos o decisiones del Gobernador. En ambos casos, sólo procede en tratándose de actos considerados como trascendentales para el orden público o el interés social del Estado.

En materia municipal, esta facultad se otorga al Presidente Municipal, al Cabildo y a un número de ciudadanos jaliscienses que  residan en el municipio, y que representen determinado porcentaje de los inscritos en los registros de ciudadanos en el Municipio, porcentaje que varía conforme a la explosión demográfica de cada municipio en particular. Cabe aclarar que este procedimiento procede exclusivamente contra actos o disposiciones de carácter administrativo que impliquen la realización de obra pública o enajenación del patrimonio municipal.
c) La iniciativa popular se establece como facultad de iniciar leyes a los ciudadanos jaliscienses cuyo número represente cuando menos el uno y medio por ciento de los inscritos en el Registro Nacional de Ciudadanos correspondiente al Estado, mediante escrito presentado en los términos y con las formalidades que exija la ley de la materia. Los ciudadanos.

SERVICIO CIVIL DE CARRERA

A medida que la sociedad avanza y se hace más participativa, exige un verdadero cambio, un replanteamiento sobre las políticas de personal que se aplican a la administración pública, solicitando en los diversos foros de consulta pública, dejar vicios que se cometen en la selección de servidores públicos como el apadrinamiento, el premio al mérito en campaña, el favor pagado con un puesto público, además de la remoción general de personal que no pertenece al partido político en el poder.
Cada día se hace necesario que el aparato burocrático del Estado sea más eficiente y responsable ante la ciudadanía. Con la finalidad de evitar parálisis burocráticas, conformismo en los funcionarios, favoritismos, ineptitudes, falta de interés por desempeñar sus obligaciones y demás males que sufren los ciudadanos cuando realizan un trámite administrativo; se propone en esta iniciativa el servicio civil de carrera, cuya implementación permitirá contar con reglas claras y precisas respecto al ingreso, selección, promoción y permanencia de los servidores públicos, en quienes debe estar depositada la confianza de la ciudadanía, dado que son la primera imagen del Estado y debido a su contacto público, tendrá la plena confianza de que sólo sus méritos y desempeño profesional, serán los factores que determinen su ubicación en la administración pública.
La reglamentación de la racionalización de la estructura de cuerpos y escalas de la Administración Pública constituye un medio necesario para el cumplimiento del objetivo de acercar la Administración a los ciudadanos, además de posibilitar el mejor despliegue de las expectativas de trabajo de los funcionarios y empleados y mejorará la eficacia de la Administración al servicio del interés general de la sociedad.
Por todo lo anterior y con fundamento en los artículos 28 fracción II, 38, 49, 51 Fracciones X y XXV de la Constitución Política; 1º, 2º, 5º, 19 fracción II, 21, 22 fracciones I, II y XXII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambos Ordenamientos de esta Entidad Federativa, por el digno conducto de Ustedes, elevo ante esa H. Soberanía Popular iniciativa de
